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DE  ACTUALIDAD 


La  Asamblea  Legislativa  cerró  el 
último  de  abril  sus  sesiones  ordinarias 
del  presente  año. 

En  “El  Guatemalteco”  lian  sido 
publicadas  las  respectivas  disposicio¬ 
nes,  entre  las  cuales  notable  es  la  en 
que  se  dió  un  voto  de  confianza  al 
Benemérito  de  la  Patria  Señor  Estrada 
Cabrera. 

Merece  especial  mención  el  Decreto 
número  921  que  aprueba  la  Convención 
Consular  con  los  Países  Bajos,  de  7  de 
marzo  de  1914.  Cuando  sea  ratificada, 
la  publicaremos. 

El  Presupuesto  fué  discutido  y  aproba¬ 
do,  haciéndose  aumentos  muy  debidos 
a  los  empleados  públicos,  especialmente 
a  los  del  orden  judicial. 

Se  mandó  proceder  a  elecciones  de 
Presidente  de  la  República  y  de  Presi¬ 
dente  y  Magistrados  del  Poder  Judicial. 

Las  Memorias  de  los  Sres.  Ministros 
fueron  debidamente  examinadas,  y  en 
una  palabra  la  Representación  Nacio¬ 
nal  llenó  su  cometido. 

No  omitiremos  elogiar  la  espléndida 
adhesión  de  intelectuales  y  periodistas 
que  aclamaron  al  Señor  Licenciado 
Estrada  Cabrera  para  Presidente  de  la 
República  en  el  próximo  período  cons¬ 
titucional. 


RADICACIÓN 
DE  TESTAMENTARÍAS 


La  interesante  revista  de  Legislación 
y  Jurisprudencia  española  se  ocupa 
de  hacer  un  estudio  respecto  a  las  leyes 
por  las  cuales  deben  regirse  las  testa¬ 
mentarías,  esto  es,  si  predomina  el 
principio  del  domicilio  o  el  de  la 
nacionalidad. 

El  caso  a  que  nos  referimos  se  refiere 
a  un  conflicto  internacional  entre  la 
legislación  española  y  la  argentina, 
como  se  observará  a  continuación: 

“DERECHO  INTERNACIONAL 


HERENCIA  DE  BIENES  SITOS  EN 
BUENOS  AIRES 


Don  Vicente  Casal  y  su  esposa  doña 
Manuela  Agrelo,  ambos  de  nacionalidad 
española,  domiciliados  en  Ayacucho 
(Buenos  Aires),  vinieron  a  España, 
como  ya  otras  veces  lo  habían  efectua¬ 
do,  por  enfermedad  del  señor  Casal, 
quien  falleció  en  Bayona  (Galicia)  el 
año  1908,  sin  otorgar  testamento.  Po¬ 
seyendo  bienes  en  Galicia  el  difunto, 
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un  hermano  de  éste,  llamado  D.  Eva¬ 
risto  Casal,  instó  a  la  viuda  para  que 
juntamente  pidieran  la  declaración 
de  herederos,  y  accediendo  a  ello  la 
señora  se  presentó  el  oportuno  escrito 
el  1?  de  junio  de  1908. 

Independientemente  de  lo  que  acon¬ 
tecía  en  España,  procediéndose  en  la 
Argentina  con  arreglo  a  sus  leyes,  ini¬ 
ció  el  Juez  de  1?  Instancia  de  la  capital 
de  Buenos  Aires  el  expediente  de  su¬ 
cesión  de  don  Vicente  Casal  por  los 
bienes  que  poseía  en  la  Argentina, 
llamando  en  los  periódicos  oficiales  a 
los  que  se  creyeran  con  derecho  a  ellos, 
pues  de  no  presentarse  ninguno  pasa¬ 
rían  al  Estado  Argentino.  Y  en  virtud 
de  este  llamamiento,  acudió  la  repre¬ 
sentación  allí  de  doña  Manuela  Agrelo, 
que  cou  arreglo  a  las  leyes  argentinas, 
no  habiendo  descendientes  ni  ascen¬ 
dientes,  era  única  heredera  con  exclú- 
sión  de  los  hermanos  del  difunto.  Y 
en  virtud  de  lo  dispuesto  en  el  Código 
Civil  argentino,  aplicable  a  extranjeros 
y  nacionales  (por  expresa  declaración 
suya),  lo  mismo  tratándose  de  bienes 
muebles  que  de  inmuebles,  declaró  el 
Juez  de  la  Plata  única  y  universal  he¬ 
redera  de  don  Vicente  Casal  a  su  legí¬ 
tima  esposa  doña  Manuela  Agrelo. 
Conviene  hacer  constar  queD.  Evaristo 
Casal,  el  hermano  del  difunto  don 
Vicente,  nombró  allí  letrado  que  le 
representara,  y  obtuvo  de  éste  la  con¬ 
testación  de  que  no  tenía  ningún  dere¬ 
cho  a  la  herencia,  y  solicitó  de  dicho 
Juzgado,  para  su  poderdante,  copia 
de  lo  actuado  en  juicio  sucesorio,  lo 
cual  prueba  que  no  ignoraba  el  trámite 
de  la  testamentaría. 

El  Código.  Civil  vigente  en  España 
declara  en  su  artículo  9?  “que  las 


leyes  relativas  a  los  derechos  y  deberes 
de  familia,  o  al  estado,  condición  y 
capacidad  de  las  personas,  obligan  a 
los  españoles,  aunque  residan  en  país 
extranjero,”  y  el  artículo  10,  que  “los 
bienes  muebles  están  sujetos  a  la  ley 
de  la  nación  del  propietario;  los  bienes 
inmuebles  a  las  leyes  del  país  en  que 
están  sitos,”  extendiendo  esta  doctrina 
a  las  sucesiones  en  su  párrafo  2?  Pero 
el  alcanqe  de  estos  preceptos  no  puede 
traspasar  los  límites  del  territorio  na¬ 
cional,  como  no  sea  por  principios  de 
reciprocidad,  consignados  expresamen¬ 
te  en  tratados  internacionales.  Cuando 
en  otro  Estado,  como  acontece  en  la 
Argentina,  rigen  preceptos  distintos, 
los  extranjeros  que  allí,  vayan,  y,  por 
tanto,  los  españoles,  quedan  sometidos 
forzosamente  a  ellos,  sin  que,  ni  el 
Gobierno,  ni  tribunales,  ni  nuestras 
leyes,  puedan  ni  deban  modificar  esa 
situación  de  derecho.  El  español  que 
pasa  aquellas  fronteras  acepta  tal  si¬ 
tuación  de  derecho. 

El  Código  Civil  argentino  empieza 
declarando  en  su  artículo  2?  que  “las 
leyes  son  obligatorias  para  todos  los 
que  habitan  el  territorio  de  la  Repú¬ 
blica,  sean  ciudadanos  o  extranjeros 
domiciliados  o  transeúntes,”  y  declara 
al  hablar  de  sucesiones  en  su  artículo 
3545 :  ‘  Tas  sucesiones  intestadas  corres¬ 
ponden  a  los  descendientes  legítimos  y 
naturales,  al  cónyuge  sobreviviente  y  a 
los  parientes  dentro  del  sexto  grado 
inclusive,  en  el  orden  y  según  las 
reglas  establecidas  en  este  Código.  No 
habiendo  sucesores  legítimos,  los  bienes 
corresponden  al  Estado  general  o  pro¬ 
vincial,”  agregando  en  el  artículo  3588 
1  ‘a  falta  de  los  que  tengan  derecho  a 
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heredar,  conforme  a  lo  dispuesto  ante¬ 
riormente,  los  bienes  del  difunto,  sean 
raíces  o  muebles ,  que  se  encuentren  en 
el  territorio  de  la  República,  ya  sea 
extranjero  o  ciudadano  argentino,  co¬ 
rresponden  al  fisco,  disponiendo  el  3572 
“si  no  han  quedado  descendientes  ni 
ascendientes,  los  cónyuges  se  heredan 
recíprocamente,  excluyendo  a  todos  los 
parientes  colaterales.” 

Pero  esto  de  la  vecindad  es  preciso 
también  tratarlo,  aunque  no  tenga 
influencia  alguna  en  la  designación 
de  herederos  de  D.  Vicente  Casal; 
de  los  antecedentes  de  hecho  resulta 
que 'don  Vicente  Casal  y  su  esposa  do¬ 
ña  Manuela  Agrelo  eran  vecinos  habi¬ 
tuales  de  la  Argentina,  hacía  muchos 
años,  viniendo  sólo  a  España  acciden¬ 
talmente  para  curarse.  Justificado  este 
hecho,  la  mayor  o  menor  prolongación 
de  una  residencia  transitoria,  cuando 
se  conserva  el  domicilio  déla  Argentina, 
una  vez  evidenciado  el  hecho,  demues¬ 
tra  que,  legalmente,  el  domicilio  del 
difunto  (aunque  falleciera  fuera  de  él) 
estaba  en  la  Argentina,  y  que  el  domi¬ 
cilio  del  marido  es  legalmente  el  de  la 
esposa,  conforme  a  las  legislaciones 
española  y  argentina.  Artículo  89  del 
Código  argentino:  “El  domicilio  real 
de  las  personas  es  el  lugar  donde  tie¬ 
nen  establecido  el  asiento  principal  de 
su  residencia  y  de  sus  negocios.  Ar¬ 
tículo  90:  “El  domicilio  legal  es  el 
lugar  donde  la  ley  presume,  sin  admitir 
prueba  en  contra,  que  una  persona 
reside  de  una  manera  permanente,  para 
el  ejercicio  de  sus  derechos  y  cumpli¬ 
miento  de  sus  obligaciones,  aunque  de 
hecho  no  esté  allí  •presente...'''’  “El  do¬ 
micilio  que  tenía  el  difunto  determina 


el  lugar  en  que  se  abre  su  sucesión...” 
“La  mujer  casada  tiene  el  domicilio 
de  su  marido.”  Artículo  96:  Sólo  “en 
el  momento  en  que  el  domicilio  en 
país  extranjero  •  es  abandonado  sin 
ánimo  de  volver  a  él,  la  persona  tiene 
el  domicilio  de  su  nacimiento.”  Ar¬ 
tículo  99:  “El  domicilio  se  conserva 
por  la  sola  intención  de  no  cambiarlo 
o  de  no  adoptar  otros.” 

El  Código  Civil  español,  aunque  sin 
tanta  determinación,  contiene  análogas 
prescripciones.  Artículo  40:  “Para  el 
ejercicio  de  los  derechos  y  el  cumpli¬ 
miento  de  las  obligaciones  civiles,  el 
domicilio  de  las  personas  naturales  es 
el  lugar  de  su  residencia  habitual ,  y  en 
su  caso  el  que  determine  la  Ley  de 
Enjuiciamiento  Civil.”  Y  la  sentencia 
del  Tribunal  Supremo  de  16  de  octubre 
de  1900,  interpretando  este  artículo, 
ha  dicho:  “A  pesar  de  haber  fallecido 
en  determinada  población  y  de  haber 
sido  empadronado  en  ella  durante  seis 
meses,  el  lugar  en  donde  residió  por 
más  de  treinta  años  de  su  vida  y  a 
donde  tenía  resuelto  trasladarse  al  ocu¬ 
rrir  su  defunción,  era  su  domicilio, 
conforme  al  artículo  40  del  Código 
Civil.” 

Podrá  existir  conflicto  entre  los  có¬ 
digos  civileá  español  y  argentino  entre 
los  tribunales  de  los  dos  países.  Sólo 
es  posible  resolver  el  conflicto  por  no 
estar  resuelto  el  caso  en  los  tratados 
vigentes,  aplicando  la  ley  española  pa¬ 
ra  los  bienes  muebles  e  inmuebles  sitos 
en  España,  y  la  ley  argentina  parados 
de  ambas  clases  sitos  en  aquel  Estado. 
Ese  respeto  mutuo  evitará  represalias 
que  pueden  ser  terribles  en  ambos 
países  para  los  nacionales  de  ambos, 
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si  no  se  respeta  ni  al  Juez  ni  al  Código 
argentinos.  El  Juez  de  la  Plata  piensa 
como  nosotros  al  fallar  sobre  la  perte¬ 
nencia  de  bienes  muebles  sitos  allí,  sin 
deferirlo  a  la  competencia  de  las  auto¬ 
ridades  judiciales  españolas,  y  al  orde¬ 
nar  previamente  que  dichos  bienes  se 
pusieran  a  su  disposición,  para  evitar 
que  nadie  se  apoderara  de  ellos.  De 
todo  esto,  ¿se  le  hará  responsable  a  la 
señora  Agrelo,  sin  incurrir  en  la  más 
monstruosa  de  las  injusticias?  Y  una 
vez  entregados  esos  bienes  a  la  señora 
Agrelo,  ¿puede  la  autoridad  judicial 
de  ningún  otro  país  disponer  de  bienes 
tan  legítimamente  deferidos  por  una 
nueva  declaratoria? 

El  caso  no  es  admisible  ni  en  su¬ 
puesto.  Y,  por  tanto,  es  posible  con¬ 
testar  que  dentro  de  las  leyes  vigentes 
españolas,  aunque  persista  la  señora 
Agrelo  en  no  entregar  las  acciones  que 
le  corresponden,  no  corre  el  menor 
riesgo  de  ser  condenada  por  virtud  de 
una  querella  incomprensible. 

Y  no  habiendo  tenido  aplicación  el 
derecho  español  en  la  adjudicación  de 
esas  acciones  de  la  Argentina,  mal 
puede  admitirse  que  deban  figurar  en 
el  juicio  sucesorio  que  se  sigue  ante  el 
Juzgado  de  Yigo,  con  arreglo  al  dere¬ 
cho  español.  Esos  bienes  sitos  en  el 
extranjero,  sujetos  a  las  leyes  extran¬ 
jeras,  concedidos  por  los  extranjeros, 
es  como  si  no  existieran  para  España 
por  anómalo  que  a  primera  vista  resulte 
el  caso.  Son  bienes  regulados  desde 
su  origen,  por  una  legislación  especial 
como  es  la  extranjera,  con  expreso 
asentimiento  del  difunto  don  Vicente 
Casal,  dueño  de  ellos,  cuya  voluntad 
presunta  conocemos  por  tanto,  puesto 


que  sabía  que  trayóndolos  a  España  se 
los  legaba  a  su  hermano,  y  dejándolos 
en  la  Argentina  se  los  transmitía  a  su 
esposa,  y  los  dejó  allá  voluntariamente. 

Pero  no  es  tan  anómalo  el  caso  de 
que  un  grupo  de  bienes  de  un  causante 
se  distraiga  de  su  sucesión  legítima  en 
absoluto,  por  considerable  que  sea. 
Así  acontece,  por  ejemplo,  con  los 
seguros  sobre  la  vida.  Un  causante 
se  aseguró  por  un  millón  de  pesetas  a 
favor  de  su  esposa  y  hasta  de  un  ex¬ 
traño,  y  ese  millón  de  pesetas  no  va  a 
su  herencia,  no  va  ni  a  sus  hijos  ni  a 
sus  demás  herederos  forzosos,  va  direc¬ 
tamente  a  la  esposa  o  al  extraño  (ar¬ 
tículo  428  del  Código  de  Comercio). 
A  este  caso  debe  pues,  equipararse  el 
de  que  por  leyes  especiales,  extrañas  a 
las  españolas,  se  entregue  a  una  per¬ 
sona  determinado  caudal  de  bienes, 
declarando  que  serán  de  su  exclusiva 
pertenencia,  con  exclusión  precisamen¬ 
te  de  otra  que  intenta  reclamar  una 
parte.  Porque  si  un  simple  contrato 
como  el  de  seguro  deroga  leyes  tan 
inflexibles  como  las  sucesorias,  ¿no  han 
de  derogarlas  con  mayor  motivo  las 
leyes  de  un  Estado  reconocido,  con  el 
cual  puede  decirse  también  que  celebra 
un  contrato  el  extranjero  que  vive  en 
su  territorio  aceptando  sus  preceptos? 

Lamentable  será  que,  aun  para  nues¬ 
tros  nacionales,  pasadas  las  fronteras 
patrias,  no  tengan  virtualidad  nuestras 
leyes;  pero  sin  abuso  de  poder  intole¬ 
rable  y  expuesto  a  futuras  y  más  in¬ 
tolerables  represalias,  no  podríamos 
imponerlas  para  confiscar  bienes  de 
nuestros  ciudadanos,  que  sin  la  apli¬ 
cación  de  aquellas  leyes  extranjeras 
no  hubieran  poseído ,  sería  consentir  ver- 
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gomosamente  para  el  recibo  de  bienes 
la  eficacia  de  una  ley  extranjera,  y 
desconocerla  una  hora  después  para 
apoderarse  de  esos  bienes,  con  el  fin  de 
hacer  un  nuevo  reparto.  Más  digno  y 
honroso  sería  declarar  que  un  nacional 
no  puede  recibir  bienes  de  un  tribunal 
extranjero,  sin  perder  su  nacionalidad, 
que  reconocer  la  validez  de  la  entrega 
y  negar  luego  la  validez  de  la  propie¬ 
dad,  cuando  no  hubiera  existido  ésta 
sin  aquélla.” 


Corte  Suprema  de  Justicia 


RESOLUCIONES 


CIVIL 

Se'declara  la  nulidad  de  lo  actuado  por  no 
haberse  hecho  más  notificaciones  en  la  for¬ 
ma  prevenida  por  la  ley 


Corte  Suprema  de  Justicia:  Gua¬ 
temala,  doce  de  marzo  de  mil  novecien¬ 
tos  quince. 

Visto  por  recurso  de  casación  y  con 
los  antecedentes  de  que  procede,  el 
auto  dictado  por  la  Sala  3^  de  Apela¬ 
ciones,  con  fecha  treinta  y  uno  de 
diciembre  próximo  pasado,  en  el  que 
revocando  el  proferido  por  el  Juez  3? 
de  1?"  Instancia  de  este  departamento, 
declara  procedente  la  oblación  consig¬ 
nación  hecha  por  don  Manuel  F. 
Palacios  a  favor  de  los  señores  Tejada. 

Resultando:  que  estando  en  trámite 
la  segunda  instancia  se  presentó  el  Lie. 
J.  L.  Charnaud,  comoúepresentante  de 
don  Manuel  F.  Palacios,  manifestan¬ 
do  que  los  señores  don  Rafael  y  don 


Ramón  Tejada  Aguirre  habían  cam¬ 
biado  de  domicilio,  sin  dar  el  aviso 
respectivo,  por  lo  que  procedía  que 
las  notificaciones  que  a  ellos  corres¬ 
pondían  se  hicieran  por  medio  de 
cédula  fijada  en  la  puerta  del  Tribu¬ 
nal.  La  Sala  resolvió  de  conformidad, 
y  aunque  de  esa  providencia  pidió 
revocatoria  por  contrario  imperio  don 
José  F.  Tejada  Asturias,  apoyándose 
en  que  el  domicilio  de  dichos  señores 
era  bien  conocido,  pues  el  primero 
residía  en  Retalhuleu  y  el  segundo 
en  Ciudad  Vieja,  de  este  departamen¬ 
to,  debiendo  en  consecuencia  hacér¬ 
seles  las  notificaciones  por  medio  de 
despacho,  no  se  accedió  a  su  solicitud. 

Resultando:  que  contra  el  auto  re¬ 
ferido  que  pone  término  a  la  obliga¬ 
ción  contraída  por  el  señor  Palacios, 
introdujo  el  presente  recurso  por  in¬ 
fracción  sustancial  del  procedimiento 
el  señor  Tejada  Asturias,  citando  para 
el  efecto  los  artículos  9  Cod.”  Civil,  16 
inciso  4,  19  inciso  5,  507,  1842,  1843, 
1869,  inciso  3  y  4  Pr.  Civiles  y  121  del 
Decreto  número  273. 

Considerando:  que  si  bien  es  cierto 
que  el  artículo  481  Prc.  Civiles  establece 
que  al  que  cambie  de  domicilio  sin  dar 
aviso  al  Tribunal  en  donde  se  sigue  el 
juicio,  se  le  harán  ,  las  notificaciones 
por  medio  de  cédula  fijada  en  la  puerta 
del  mismo;  también  lo  es  que  el  citado 
artículo  dispone  que  esto  se  haga  sin 
perjuicio  de  los  casos  de  excepción  fi¬ 
jados  por  la  ley,  y  estando  entre  ellos 
los  que  se  refieren  a  la  providencia  en 
que  se  llaman  autos,  asi  como  la  resolu¬ 
ción  que  se  dicte  que  deben  notificarse 
personalmente  a  las  partes,  aun  en  los 
casos  de  rebeldía  y  contumacia;  es  evi- 
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dente  que  al  no  hacerlo  así  la  Sala 
sentenciadora  infringió  los  Artos.  9? 
del  Cód.  Civil  y  121  del  Decreto  N" 
273  citados  por  el  recurrente  que  están 
en  relación  con  el  558  del  Cód.  de  Prc. 
Civiles. 

Por  tanto:  La  Corte  Suprema  de 
Justicia,  con  fundamento  de  lo  que  dis¬ 
ponen  los  Artos.  558  y  1,873  inciso  49 
Prc.  Civiles,  casa  y  anula  el  auto  recu¬ 
rrido  y  manda  que  se  devuelvan  los 
autos  a  la  Sala  de  su  procedencia  para 
que  subsanando  los  defectos  apunta¬ 
dos,'  dicte  en  su  oportunidad  la  reso¬ 
lución  que  corresponda. 

Notifíquese  y  devuélvase  el  depósito 
constituido. 

Antonio.  G.  Sara  vía. — José  A.  Beteta. — 
J.  Manuel  Klée. — Quirino  Flores  y  Flo¬ 
res. — J.  Antonio  Godoy. 

José  Salazar  Z., 

Secretarlo, 


CIVIL 

Cobro  de  alimentos 


Corte  Suprema  de  Justicia:  Gua¬ 
temala,  trece  de  abril  de  rail  nove¬ 
cientos  quince. 

Examinando  por  recurso  de  casación 
con  el  juicio  de  que  tuvo  origen,  la 
sentencia  que  el  veintiuno  de  enero 
del  corriente  año  profirió  la  Sala  2^  de 
la  Corte  de  Apelaciones,  sentencia 
en  virtud  de  la  cual  se  confirma  la  que 
pronunció  el  Juez  2?  de  1^  Instancia 
de  este  departamento,  con  la  única  mo¬ 
dificación  de  que  la  cantidad  mensual 
que  debe  dar  el  demandado  es  de  se¬ 
tenta  y  cinco  pesos. 


Resultando:  que  doña  Asunción  Gi¬ 
rón  en  concepto  de  tutriz  natural  de 
sus  menores  hijas  Julia,  Natalia  y  Ce¬ 
lia  de  su  mismo  apellido,  se  presentó 
a  principios  de  febrero  de  mil  nove¬ 
cientos  doce,  ante  el  Juez  29  de  l?- 
Instancia,  manifestando  que  con  don 
Manuel  Flores  había  procriado  a  sus 
tres  mencionadas  hijas,  a  quienes  el 
señor  Flores  había  reconocido  ante  la 
Jefatura  Política  de  este  departamen¬ 
to,  donde  se  levantó  el  acta,  euya  cer¬ 
tificación  acompañaba,  quedando  con¬ 
signado  que  le  pasaría  mensualmente 
como  pensión  alimenticia  por  las  tres 
niñas,  la  suma  de  treinta  pesos:  que 
en  los  diez  años  transcurridos  desde 
que  se  obligó  Flores  a  pagar  aquella 
pequeña  cantidad,  dejó  de  cumplir  en 
los  últimos  cinco  meses  del  año  co¬ 
rriente  (1911),  y  que  tanto  por  ese 
motivo  como  porque  estaba  Flores  en 
la  posibilidad  de  aumentar  la  cantidad 
asignada  al  principio,  lo  Remandaba 
a  efecto  de  que  se  le  obligara  a  pagar 
las  pensiones  retrazadas  y  que  además 
se  le  señalara  por  el  Juez  una  suma 
mayor  para  los  alimentos  futuros  de 
sus  expresadas  hijas. 

Resultando:  que  tramitada  la  de¬ 
manda  en  la  vía  ordinaria,  se  tuvo,  a 
solicitud  de  la  parte  actora,  por  con¬ 
testada  negativamente,  abriéndose  en 
seguida  el  juicio  a  prueba  por  el  tér¬ 
mino  de  cuarenta  días,  sin  que  duran¬ 
te  dicho  término  las  partes  rindieran 
alguna,  pues  aunque  la  señora  Girón 
presentó  la  testimonial  que  obra  en 
autos,  ésta  se  practicó  después  de  con¬ 
cluido  el  término. 

Resultando:  que  al  alegato  de  bue¬ 
na  prueba  se  adjuntó  por  la  deman- 
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dante  las  diligencias  de  posiciones  en 
que  se  tuvo  por  confeso  a  Flores  en  vir¬ 
tud  de  no  haber  comparecido  a  las  di¬ 
versas  citaciones  y  emplazamientos  que 
se  hicieron.  Contienen  las  distintas 
preguntas  del  interrogatorio  de  esa 
confesión  hecha:  1?  Sobre  si  era  cier¬ 
to  que  durante  siete  años  doña  Asun¬ 
ción  Girón  vivió  maridablemente  con 
don  Manuel  Flores;  29  Que  este  señól¬ 
es  padre  de  las  niñas  Julia,  Natalia  y 
Celia  Girón;  3”  Que  ante  la  Jefatura 
Política  reconoció  el  mismo  Flores  co¬ 
mo  hijas  suyas  a  las  expresadas  niñas 
Girón,  comprometiéndose  a  darles  la 
pensión  mensual  de  treinta  pesos,  le¬ 
vantándose  de  esa  diligencia  el  acta 
respectiva;  49  Que  desde  el  mes  de 
agosto  del  año  anterior  (1911)  no  ha¬ 
bía  pagado  ni  una  mensualidad;  5?  Si 
estaba  Flores  en  la  posibilidad  de  ali¬ 
mentar  a  sus  susodichas  hijas,  pues  era 
dueño  de  varias  casas  y  además  tenía 
negocios  establecidos;  y  6?  Si  era  cierto 
que  el  acta  que  levantó  en  la  Jefatu¬ 
ra  Política  era  la  misma  que  contenía 
la  certificación  que  se  le  ponía  a  la 
vista;  certificación  idéntica  a  la  que 
la  señora  Girón  acompañó  a  su  deman¬ 
da  en  la  que  consta  que  Manuel  Flores 
se  obligó  ante  la  Jefatura  Política  a 
pasar  por  vía  de  alimentos,  la  suma 
de  quince  pesos  mensuales  y  no  trein¬ 
ta  como  asegura  la  actora. 

Resultando:  que  con  fundamento  de 
los  atestados  de  referencia,  el  Juez  29 
de  19  Instancia  declaró  en  sentencia 
de  primero  de  diciembre  de  rail  nove¬ 
cientos  trece:  19  Que  don  Manuel  Flo¬ 
res  debe  pagar  a  doña  Asunción  Girón 
dentro  de  tercero  día,  en  su  carácter 
esta  señora  de  tutriz  natural  de  Celia, 


Natalia  y  Julia  Girón,  las  pensiones 
debidas  a  razón  de  quince  pesos  men¬ 
suales  desde  el  mes  de  agosto  de  mil 
novecientos  once  hasta  la  fecha  del  fa¬ 
llo,  o  sean  cuatrocientos  veinte  pesos; 
29  Que  en  lo  sucesivo  debe  abonar  el 
señor  Flores  a  dichas  menores  por  ali¬ 
mentos,  la  cantidad  de  ciento  cincuen¬ 
ta  pesos  mensuales  a  contar  desde  la 
fecha  de  dicha  resolución. 

Resultando:  que  de  esa  sentencia 
se  alzó  el  señor  Flores,  y  otorgado  que 
fué  el  recurso,  en  2 9  Instancia  se  puso 
término  al  juicio  en  el  sentido  que  se 
hizo  relación  al  principio.  Contra  la 
ejecutoria  de  la  Sala  29  de  la  Corte  de 
Apelaciones  se  introdujo  al  recurso  de 
casación,  citándose  como  violados  los 
Artículos  I7»y  1425  Código  Civil,  242 
639,709  y  1067  Cod.  C.  Procs. 

Considerando:  que  por  lo  que  res¬ 
pecta  a  los  alimentos  pretéritos,  los 
dos  primeros  artículos  del  Código  Ci¬ 
vil  que  se  indican  como  infringidos 
por  la  Sala  sentenciadora  en  manera 
alguna  lo  han  sido,  puesto  que  fundán¬ 
dose  ese  Tribunal  en  la  aceptación 
clara  y  expresa  otorgada  por  Flores  en 
el  documento  extendido  ante  la  Jefa¬ 
tura  Política  de  este  depatamento,  no 
hizo  otra  cosa  que  reconocer  como  líci¬ 
ta  la  obligación  que  se  impuso  el  recu¬ 
rrente  pagando  por  alimentos  quince 
pesos  mensuales  a  doña  Asunción  Gi¬ 
rón  como  tutriz  natural  de  sus  hijas 
Julia,  Natalia  y  Celia. 

Considerando :  que  las  demás  dispo¬ 
siciones  legales  que  se  dejan  citadas, 
no  es  el  caso  de  entrar  a  examinarlas, 
toda  vez  que  el  aumento  a  setenta  y  cin¬ 
co  pesos  mensuales  que  hace  la  Sala,  no 
tiene  el  carácter  de  irrevocable,  pu- 
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diéndose  alterar  esa  resolución  en  el 
^caso  que  determina  la  ley,  y  bajo  ese 
concepto  no  cabe,  el  recurso  de  casa¬ 
ción  conforme  lo  dispone  el  artículo 
1870  Código  C.  Procs. 

Por  tanto:  la  Corte  Suprema  de  Jus¬ 
ticia  en  apoyo  a  lo  prescrito  en  el  ar¬ 
tículo  1887  Código  C.  Procs.  T  desesti¬ 
ma  el  recurso  interpuesto  y  condena 
a  la  parte  que  lo  introdujo  a  la  pér¬ 
dida  del  depósito  y  al  pago  de  las  cos¬ 
tas  del  incidente. 

Notifíquese  y  devuélvanse  los  ante¬ 
cedentes  con  la  certificación  respecti¬ 
va  al  Tribunal  de  su  origen. 

Antonio  G.  Sara  vía. — José  A.  Beteta _ 

J.  Manuel  Ivlée _ Quirino  Flores  y  Flo¬ 

res. — J.  Antonio  Godoy. 

% 

José  Salazar  Z., 

Secretario. 


CRIMINAL 

Improcedencia  del  recurso  por  no  citarse  la 
ley  en  que  se  funda 

Corte  Suprema  de  Justicia:  Guate¬ 
mala,  primero  de  fébreró  de  mil  nove¬ 
cientos  quince. 

Traído  a  la  vista  el  recurso  de  casa¬ 
ción  introducido  por  Fausto  de  León 
Gamboa  el  diez  y  ocho  de  noviembre 
de  mil  novecientos  catorce,  con  el  auxi¬ 
lio  del  Procurador  defensor  Licenciado 
don  José  González  Pilona,  según  apa¬ 
rece  de  la  razón  puesta  en  los  autos 
con  fecha  primero  de  diciembre  último. 

Resulta:  que  por  la  ejecutoria  a  que 
se  refiere  el  presentado,  la  Sala  4^  de 
la  Corte  de  Apelaciones  aprobó  la 
sentencia  pronunciada  por  el  Juez  de  | 


1*1  Instancia  de  Sololá,  en  que  se  de¬ 
claró  que  Fausto  de  León  Gamboa  es 
reo  de  los  delitos  de  hurto  y  lesiones, 
condenándolo  por  el  primero  a  tres 
años  cuatro  meses  de  prisión  correc¬ 
cional  y  por  el  segundo  a  seis  meses 
de  arresto  mayor. 

Considerando:  que  en  el  escrito  en 
que  se  interpone  el  recurso  de  casación 
no  se  cita  artículo  alguno  como  violado 
y  en  consecuencia  es  inadmisible  el 
recurso  de  conformidad  con  lo  precep¬ 
tuado  en  el  artículo  685  del  Código  de 
Procedimientos  Penales. 

Por  tanto:  la  Corte  Suprema  de  Jus¬ 
ticia  de  la  República  declara  sin  lugar 
el  recurso  de  casación  de  que  se  hizo 
mérito. 

Notifíquese  y  devuélvanse  los  autos 
como  corresponde  al  Tribunal  de  su 
origen. 

Saravia. — Beteta. — Klée. — Flores 
y  Flores. — Godoy. 

José  Salazar  Z., 

•  Secretario. 


CRIMINAL 

Aplicación  del  articulo  21  del  Código  Penal 


Corte  Suprema  de  Justicia:  Gua¬ 
temala,  diez  y  siete  de  marzo  de  mil 
novecientos  quince. 

Por  recurso  de  casación  y  con  los 
antecedentes  de  que  procede  se  tiene 
a  la  vista  la  sentencia  que  la  Sala  5*1  de 
Apelaciones  dictó  el  once  de  noviembre 
del  año  pasado,  en  la  que  confirma  el 
fallo  dictado  por  el  Juez  departamen¬ 
tal  de  Cliiquimula,  el  diez  y  ocho  de 
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junio  del  mismo  año  en  la  que  declara: 
que  Antonio  Asencio  es  reo  del  delito 
de  homicidio  en  la  persona  de  Baldo- 
mero  Morales,  por  cuyo  delito  le  impo¬ 
ne  la  pena  de  diez  años  de  prisión 
correccional  inconmutables  que  debe 
rebajarse  en  una  tercera  parte,  que¬ 
dando  entonces  reducida  la  pena  a  seis 
años,  ocho  meses  de  prisión  correccional 
por  asistirle  al  enjuiciado  la  atenuante 
7*1  del  artículo  21  del  Código  Penal,  y 
concluye  haciendo  las  demás  declara¬ 
ciones  de  derecho. 

Resultando:  que  el  tres  de  enero  del 
año  de  mil  novecientos  trece,  el  Juez  de 
Paz  de  Ipala  tuvo  noticia  por  Isidro 
Gálvez  de  que  en  el  camino  de  Las 
Lajas  había  sido  herido  Bald omero 
Morales:  que  instruida  la  averiguación 
del  caso  fué  examinado  Gálvez,  y  al 
ratificar  el  parte  que  dió  dijo:  que 
nada  le  consta  del  suceso. 

Resultando:  que  examinado  el  ofen¬ 
dido  expuso:  que  como  a  las  diez  de  la 
mañana  de  la  fecha  expresada  que  ve¬ 
nía  acompañado  de  su  hermano  Gerardo 
Morales  y  de  las  señoritas  Trinidad, 
Adelina  y  Maclovia  López,  con  direc¬ 
ción  al  pueblo  de  Ipala,  un  poco  más 
acá  de  “Las  Lajas,”  se  encontró  con 
Antonio  Asencio,  quien  sin  decirle 
nada  le  disparó  con  una  escopeta  que 
portaba  dos  tiros  que  le  acertó,  ponién¬ 
dose  en  seguida  en  fuga:  que  a  poco 
andar  cayó  el  que  habla  desmayado,  y 
agrega:  que  hace  algún  tiempo  tienen 
antecedentes  de  enemistad  con  su  agre¬ 
sor.  En  estos  mismos  términos  decla¬ 
ran  Gerardo  Morales  y  Trinidad  López. 

Resultando:  que  por  falta  de  Ciru¬ 
jano  se  nombró  al  empírico  don  Salva¬ 
dor  Sagastume  para  que  reconociera  al 


herido  e  informara  acerca  de  la  grave¬ 
dad  y  demás  accidentes  de  las  lesiones 
que  presentaba  aquél,  e  informó  que 
Morales  presentaba  dos  lesiones  causa¬ 
das  con  arma  de  fuego,  escopeta,  al 
costado  derecho,  que  fueron  ejecutiva¬ 
mente  mortales.  A  fojas  25  se  encuen¬ 
tra  la  partida  de  defunción  de  Baldo¬ 
mcro  Morales. 

Resultando:  que  interrogado  el  reo 
dijo:  que  lo  hizo  preso  una  escolta  de 
armas  del  pueblo  de  Ipala,  y  no  sabe 
cual  sea  el  motivo,  que  el  día  del  suceso 
nada  le  aconteció,  y  que  se  encontraba 
trabajando  en  la  fiuca  de  doña  Rosa 
Moscoso  en  unión  de  Manuel  Guzmán, 
Brígido  Castañeda  y  Manuel  Antonio 
Villeda,  siendo  falso  que  sea  el  autor 
de  las  lesiones  causadas  a  Baldoraero 
Morales,  y  que  recusa  a  las  personas 
que  han  declarado  en  su  contra  por  ser 
parientes  del  repetido  Morales. 

Resultando:  que  el  veintiuno  de  fe¬ 
brero  de  mil  novecientos  trece  se  pre¬ 
sentó  Estanislao  López  al  Juez  depar¬ 
tamental  de  Chiquimula  denunciando 
el  delito  que  dió  lugar  a  esta  averigua¬ 
ción  y  en  esa  denuncia  se  dice  que 
Antonio  Asencio  y  Abrahan  Moscoso 
habían  sido  los  heridores  de  su  hijo 
Baldomero  Morales;  pero  al  ratificar  su 
aserto  dice:  que  él  nada  presenció,  y  lo 
que  sabe  se  lo  refirió  su  hijo  Gerardo 
Morales,  quien  le  aseguró  que  Moscoso 
no  había  tenido  ninguna  participación 
en  el  hecho. 

Resultando:  que  examinada  Maclo¬ 
via  López  declara  exactamente  lo  mis¬ 
mo  que  el  ofendido,  agregando  tan 
sólo  que  el  reo  iba  acompañado  de  otro 
individuo,  quien  al  ser  herido  Morales 
atravesó  la  bestia  que  montaba  y  se 
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puso  en  frente  del  ofendido,  armado 
de  un  revólver.  Esta  última  especie 
la  relatan  también  en  los  careos  que 
sostuvieron  con  el  sindicado  los  testi¬ 
gos  Gerardo  Morales,  Trinidad,  Ade¬ 
lina  López  y  Maclovia  del  mismo  ape¬ 
llido. 

Resultando:  que  examinados  los  tes¬ 
tigos  citados  por  el  reo  nada  saben 
acerca  del  hecho  que  se  averigua  y 
dicen  que  sí  vieron  a  Asencio  pero  fué 
un  día  antes  de  la  muerte  de  Morales. 

Resultando:  que  examinado  Abra- 
ham  Moscoso  niega  los  hechos  que  se 
le  atribuyen. — En  rueda  de'qjresos  fué 
reconocido  por  Trinidad  y  Adelina 
López  el  referido  Moscoso,  que  era  el 
acompañante  de  Asencio  cuando  éste 
dió  muerte  a  Morales. 

Resultando:  que  de  un  careo  practica¬ 
do  con  el  reo  y  el  testigo  Gerardo  Mora¬ 
les  el  primero  manifestó:  que  tanto  su 
careado  como  su  hermano  Baldomero 
Morales  son  sus  enemigos,  porque  este 
último  se  llevó  a  la  esposa  del  que 
habla,  Juana  Espinoza,  el  año  de  1911, 
yéndose  a  vivir  con  ella  a  su  casa  ubi¬ 
cada  en  el  lugar  llamado Pampur,  juris¬ 
dicción  de  San  Diego.  El  testigo  dice 
ser  cierta  esta  especie,  pero  que  no  por 
eso  tenía  motivo  de  enemistarse  con  su 
careado. 

Resultando:  que  la  causa  se  recibió  a 
prueba  a  solicitud  del  defensor,  por  el 
término  de  cuarenta  días;  y  durante 
ese  término  se  pidió  el  examen  de  los 
testigos  Eduardo  Alarcón,  Socorro 
Monroy,  Jesús  Chinchilla,  Cecilio  Sán¬ 
chez,  Ángel  Garza  y  Juan  Ramón  Gál- 
vez,  los  tres  primeros  para  que  digan 
si  es  verdad  que  vieron  j  untos  a  Bal¬ 
domero  Morales  o  López  con  Juana 


Espinoza  y  si  al  poco  tiempo  vieron 
que  pasó  muy  agitado  Antonio  Asen- 
cio,  que  seguía  el  mismo  camino  que 
aquéllos,  y  momentos  después  oyeron 
un  disparo;  y  los  últimos  para  que 
digan  si  saben  que  el  enjuiciado  se 
reconcilió  con  su  esposa  después  de 
habei’se  fugado  ésta  con  Morales.  Si 
saben  que  «este  último  volvió  a  tener 
relaciones  con  la  Espinoza,  a  quien  se 
llevó  por  segunda  vez  el  occiso  del 
hogar  marital.  Esos  testigos  fueron 
preguntados  por  el  acusador,  según 
consta  en  el  memorial  de  fojas  35,  para 
que  expresen  como  les  constan  los  he¬ 
chos  a  qúe  se  refieren  las  preguntas. 
Lo  declarado  por  tales  testigos  en  nada 
favorecen  al  enjuiciado. 

Resulta:  que  llamados  autos  con  ci¬ 
tación  se  dictó  el  fallo  de  primera 
instancia  que  la  Sala  confirmó  cort  la 
rebaja  indicada  al  principio;  y  contra 
esta  resolución  se  interpuso  este  recur¬ 
so  por  violación  del  artículo  20,  incisos 
9  y  10  del  Código  Penal. 

Considerando:  que  según  lo  dispues¬ 
to  por  el  artículo  21,  inciso  1?  del  Código 
Penal  las  circunstancias  que  expresan 
el  artículo  2?,  cuando  no  reúnan  los 
requisitos  necesarios  para  excluir  la 
responsabilidad  criminal  o  eximir  de 
ella  en  sus  respectivos  casos,  son  cir¬ 
cunstancias  atenuantes  y  en  ese  con¬ 
cepto  sí  fué  violado  el  inciso  9  del 
artículo  20  de  aquel  Cuerpo  de  Leyes, 
puesto  que  la  Sala  omitió  considerarla, 
de  manera  que  la  pena  impuesta  no  co¬ 
rresponde  según  la  ley  a  la  calificación 
aceptada  respecto  al  hecho  justiciable, 
artículo  676,  inciso  6?  Prcs.  Penales. 

Por  tanto:  la  Corte  Suprema  de  Jus¬ 
ticia,  fundándose  en  la  ley  citada  y  en 
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lo  que  disponen  los  artículos  79  del 
Código  Penal  y  (187  del  Código  de 
Procedimientos  Penales,  casa  y  anula 
la  sentencia  de  que  se  hizo  mérito,  y 
fallando,  en  lo  principal  declara:  que 
por  el  delito  de  homicidio  impone  al  reo 
Antonio  Asencio  la  pena  de  tres  años 
cuatro  meses  de  prisión  correccional 
inconmutables,  le  abona  la  padecida, 
lo  suspende  en  el  ejercicio  de  sus  dere¬ 
chos  políticos  durante  la  condena,  lo 
obliga  al  pago  de  las  responsabilidades 
civiles,  y  por  su  pobreza  notoria  lo 
exonera  de  la  obligación  de  reponer  el 
papel  empleado  en  el  proceso. 

Notifíquese  y  devuélvase  con  cer¬ 
tificación. 

Antonio  G.  Saravia. — José  A.  Beteta. — 
J.  Manuel  Klée. — Quirino  Flores  y  Flo¬ 
res. — J.  Antonio  Godoy. 

José  Sai-azar  Z., 

Secretario. 


CRIMINAL 

Aplicación  del  articulo  293  del  Código  Penal 


Corte  Suprema  de  Justicia:'  Gua¬ 
temala,  veinticinco  de  febrero  de  mil 
novecientos  quince. 

Por  recurso  de  casación,  y  con  los 
antecedentes  respectivos,  se  tiene  a  la 
vista  la  sentencia  de  la  Sala  1^  de 
Apelaciones,  de  nueve  de  diciembre  del 
año  pasado,  en  la  que  confirma  en 
todas  sus  partes  la  que  el  Tribunal  Mi¬ 
litar  del  departamento  de  El  Progreso 
dictó  el  diez  de  julio  del  propio  año 
declarando:  que  Rosendo  López  Fuentes 
es  reo  de  parricidio  en  su  esposa 
Bernardina  Archila,  por  el  que  le 


impone  la  pena  de  quince  años  de 
prisión,  inconmutables,  le  abona  la 
prisión  padecida  y  concluye  haciendo 
las  demás  declaraciones  de  derecho. 

Resulta:  que  el  día  veinte  de  julio  del 
año  de  mil  novecientos  once,  a  las  diez  de 
la  mañana,  el  Comandante  Tranquilino 
Morales,  jefe  de  la  Policía  de  El  Pro¬ 
greso,  dió  aviso  al  Juez  de  Paz  de  que  se 
había  cometido  un  delito,  y  al  ratificar 
ese  parte  agregó:  que  a  los  gritos  que 
daba  Gerarda  Morales,  el  declararante 
ocurrió  a  imponerse  de  lo  que  pasaba, 
encontrando  infraganti  a  Rosendo  Fuen¬ 
tes,  a  quien '  capturó,  viniendo  del 
lugar  de  donde  estaba  muerta  Bernar¬ 
dina  Archila,  suceso  que  no  presenció, 
y  que  el  cadáver  se  encontraba  en  la 
casa  de  Manuel  José  Solís. — El  Juez 
instructor  se  constituyó  en  seguida  en 
lugar  que  se  le  designara,  y  en  la 
puerta  de  la  casa  de  Solís  halló  el 
cadáver  de  Bernardina  Archila  de 
Fuentes  que  presentaba  varias  heridas : 
que  la  señora  de  Fuentes  estaba  depo¬ 
sitada  en  casa  de  Solís,  de  orden  del 
Juez,  por  estar  pendiente  un  juicio  de 
separación  con  su  esposo:  que  Gerarda 
Morales  dijo:  que  Rosendo  Fuentes 
había  sido  el  autor  del  delito,  el  que 
conducido  a  presencia  del  cadáver  y  a 
las  preguntas  que  se  le  dirigieron 
manifestó  que  la  occisa  era  su  esposa, 
a  quien  dió  muerte  con  el  cuchillo  que 
se  le  presentaba. 

*  Resulta:  que  examinadas  Gerarda 
Morales  de  Solís  y  su  hija  María  Mora¬ 
les  dijeron:  que  como  a  las  diez  de  la 
mañana  llegó  a  la  casa  que  habitan  las 
declarantes  Rosendo  Fuentes  en  busca 
de  su  esposa  Bernardina  Archila,  la  que 
se  encontraba  en  la  cocina:  que  llegó 
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ésta  y  se  sentaron  a  conversar  en  el 
corredor:  que  a  los  pocos  momentos 
oyeron  gritos  de  la  Archila  que  daba 
porque  Fuentes  la  agredía  con  el  cu¬ 
chillo  que  se  les  pone  de  manifiesto, 
cayendo  aquella  ya  muerta  en  la  puerta 
de  la  casa.  La  segunda  de  esas  testi¬ 
gos  agrega:  que  Fuentes,  después  de 
herir  a  su  esposa,  se  retiró  con  dirección 
a  la  plaza. 

Resulta:  que  interrogado  el  reo  dijo: 
que  es  Comandante  del  Ejército  y  que 
sabe  que  está  preso  por  haber  dado 
muerte  a  Bernardina  Archila,  su  legíti¬ 
ma  esposa,  el  día  ya  citado,  como  a  las 
diez  déla  mañana,  y  el  motivo  que  tuvo 
f ué  que  su  referida  esposa  se  burló  del 
declarante  cuando  contrajeron  matri¬ 
monio  engañándolo  con  su  persona: 
que  cuando  llegó  a  la  casa  de  la  señora 
Solís  en  busca  de  la  Archila  no  llevaba 
intenciones  de  darle  muerte,  pero  la 
halló  disgustada  y  por  esa  causa  la  ma. 
tó  con  el  cuchillo  que  se  le  presenta. — 
En  esa  diligencia  consta  que  ese  cuchi¬ 
llo  se  encontró  entre  un  poco  de  leña 
que  hay  en  el  corredor  de  la  casa  de 
José  Solís. 

Resulta:  que  del  informe  módico  le¬ 
gal  aparece  que  el  cadáver  de  Bernar¬ 
dina  Archila  presentaba  siete  lesiones, 
las  que  le  produjeron  la  muerte  casi 
instantánea.  Se  encuentran  a  fojas 
23,  24  y  25  las  partidas  del  matrimonio 
Fuentes  Archila  y  la  partida  de  defun¬ 
ción  de  esta  última. 

Resulta:  que  elevada  la  causa  a 
plenario,  a  solicitud  del  defensor,  se 
recibió  a  prueba  por  el  término  de 
veinte  días  en  providencia  de  nueve 
de  septiembre  de  mil  novecientos  doce, 
y  en  esa  misma  fecha  solicitó  que  el 


reo  ampliara  su  indagatoria,  diligencia 
que  se  verificó  el  doce  del  propio  mes, 
y  en  la  que  el  enjuieiado  expuso:  que 
ratifica  en  todas  sus  partes  tanto  la 
declaración  de  que  ya  se  habló  como 
la  ampliación  que  hizo  en  el  Juzgado 
departamental,  y  agrega,  que  contrajo 
matrimonio  el  28  de  marzo  de  1911, 
pero  antes  de  verificarlo  había  exigido 
de  su  esposa  que  le  dijera  si  era 
honrada  para  no  casarse  con  mujer  que 
hubiera  pertenecido  a  otro  hombre: 
que  en  la  misma  noche  de  su  matrimo¬ 
nio  se  convenció  de  que  lo  había  enga¬ 
ñado,  cosa  que  ya  suponía ,  tardando 
sólo  diez  y  ocho  días  casados:  que  ella 
le  pidió  que  los  apadrinara  el  Licencia¬ 
do  don  Ernesto  Asturias,  lo  que  con¬ 
sintió  con  disgusto  porque  no  le  era 
grato  el  padrino,  tanto  más  que  el  día 
de  la  boda  notó  que  trataba  con 
mucha  familiaridad  a  su  esposa  y  hasta 
después  comprendió  que  probablemen¬ 
te  aquél  fué  su  corruptor:  que  a  pesar 
de  lo  expuesto,  aunque  con  desagrado 
aceptó  la  vida  conyugal,  guardando  su 
resentimiento  y  formando  el  propósito 
de  ser  bueno  con  su  esposa  para  evitar 
que  lo  deshonrara  en  lo  sucesivo:  que 
cuando  contrajo  matrimonio,  el  Secre¬ 
tario  de  la  Jefatura  Política  le  llamó 
la  atención  para  que  no  lo  hiciera, 
pero  no  hizo  caso  de  sus  observaciones. 
Pocos  días  después  de  casado,  un  alba¬ 
ñil  le  refirió  que  su  esposa  salía  a  la 
calle  a  hablarle  a  un  hombre,  y  pudo 
distinguir  que  el  tal  era  Ernesto  Astu¬ 
rias,  quien  al  estar  de  Juez  de  l^ 
Instancia  en  El  Progreso,  andaba  públi¬ 
camente  con  su  mencionada  esposa,  de 
manera  que  en  un  baile  que  dieron 
celebrando  el  treinta  de  junio  y  al  que 


GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 


275 


sólo  invitaron  a  sn  mujer,  ésta  se  salía 
con  Asturias  y  que  se  refugiaban  en 
un  tablado ,  presumiendo  todos  los 
concurrentes  que  iban  a  fornicar. — 
Días  después  su  mujer  se  fué  para  la 
casa  de  la  madre,  la  que  apoyaba 
aquellos  escándalos;  y  entonces  promo¬ 
vió  el  juicio  de  separación  y  pidió  el 
depósito  de  su  esposa  en  casa  de  un  su 
amigo,  pero  el  Juez  la  mandó  sacar  pa¬ 
sándola  a  donde  Manuel  José  Solís,  ami¬ 
go  del  Juez,  así  como  su  esposa  Gerar- 
da  Morales  y  su  hija  María,  cómplices 
y  encubridores  del  delito.  Que  tenía 
como  diez  días  de  estar  tomando  licor 
cuando  fué  a  ver  si  encontraba  infra- 
ganti  al  Licenciado  Asturias  para  darles 
muerte  a  los  dos,  llegando  como  a  las 
diez  a.  m.  a  la  casa,  pero  indudable¬ 
mente  le  dieron  aviso  y  vió  cuando 
aquél  salió  de  la  casa:  que  estando  allí 
habló  con  su  esposa  y  ^sta  le  dijo  que 
'  %  acababa  de  irse  el  Juez,  que  era  su 
concubino  desde  que  se  habían  casado, 
y  fué  entonces  cuando  sin  saber  lo  que 
hacía  le  dió  muerte  a  su  mujer.  Con¬ 
cluye  diciendo  que  pudo  haberse  fuga¬ 
do,  pero  que  en  vez  de  hacerlo  se 
presentó  al  primer  agente  de  la  autori¬ 
dad  que  encontrara,  diciéndole  lo  que 
había  hecho. 

Resulta:  que  en  cuanto  a  la  prueba 
rendida,  que  se  refiere  a  justificar  que 
el  día  del  suceso  estaba  ebrio  y  que  no 
le  es  habitual;  a  probar  lo  relativo 
de  las  relaciones  amorosas  de  la  occisa 
con  el  Licenciado  Asturias;  a  que  fué 
capturado  en  lugar  distinto  al  en  que 
queda  referidq  y  a  algún  otro  inciden¬ 
te  sin  importancia,  se  hace  de  ello 
relación  extensa  en  los  fallos  de  prime¬ 
ra  y  segunda  instancia,  y  dictados  los 


fallos  respectivos  'se  introdujo  este 
recurso,  como  queda  dicho,  por  infrac¬ 
ción  de  los  artículos  20,  incisos  9  y  10  y 
312  del  Código  Penal;  568  de  Procedi¬ 
mientos  Penales  y  17,  2425  y  2429 
Código.Civil  y  676  Código  de  Procedi¬ 
mientos  Penales. 

Considerando:  que  con  la  confesión 
del  reo  y  dicho  de  dos  testigos  presen¬ 
ciales  del  suceso  quedó  perfectamente 
establecida  la  culpabilidad  de  aquél, 
de  manera  que  no  pudo  la  Sala  violar 
los  incisos  9  y  10  del  artículo  20  del 
Código  Penal,  cuyos  extremos  no  fue¬ 
ron  justificados,  en  manera  alguna,  ni 
podían  serlo,  como  se  afirma  en  las 
alegaciones  presentadas  en  defensa  del 
reo,  porque  en  ninguno  de  los  pasajes 
del  proceso  consta  que  Rosendo  L. 
Fuentes  haya  sorprendido  en  adulterio 
a  su  esposa,  con  el  señor  Asturias, 
motivo  éste  por  el  que  tampoco  fué 
violado  el  artículo  312  del  mismo  Códi¬ 
go,  ni  el  568  del  Código  de  Procedimien¬ 
tos  Penales,  por  las  razones  primera¬ 
mente  apuntadas. 

Considerando:  que  los  artículos  17, 
2425  y  2419  del  Código  Civil  no  pu¬ 
dieron  ser  violados  porque  son  inapli¬ 
cables  al  caso  que  se  examina. 

Por  tanto:  la  Corte  Suprema  de 
Justicia,  fundándose  en  las  leyes  cita¬ 
das  y  en  las  que  dispone  el  artículo 
690  del  Código  de  Procedimientos  Pe¬ 
nales,  declara  improcedente  el  recurso 
interpuesto,  impone  al  reo  quince  días 
de  arresto  conmutables  conforme  al 
Código  Penal  y  manda  devolver  los 
autos  con  la  certificación  respectiva  al 
Tribunal  de  su  origen. 

Antonio  G.  Sara  vía. — José  A.  Beteta. — 
J.  Manuel  Klée. — Quirino  Flores  y  Flo¬ 
res _ J.  Antonio  Godoy. 

José  Salazar  Z., 

Secretarlo. 
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CRIMINAL 

Goce  del  fuero  de  guerra 


Corte  Suprema  de  Justicia:  Gua¬ 
temala,  veinticuatro  de  marzo  de  mil 
novecientos  quince. 

Vista  por  virtud  de  casación  y  con 
los  antecedentes  respectivos,  la  senten¬ 
cia  pronunciada  por  la  Sala  3*1  de 
Apelaciones,  con  fecha  11  de  febrero 
último,  en  la  que  declara  nula  la  que 
en  27  de  abril  de  1914  dictó  la  Coman¬ 
dancia  de  Armas  de  Sacatepéquez,  y 
nulo  también  el  plenario  de  la  causa 
desde  el  auto  de  confesión  con  cargos, 
inclusive,  en  lo  que  respecta  a  Rafael 
Mollinedo,  quien,  lo  mismo  que  a  José 
de  igual  apellido,  se  instruyó  el  proce¬ 
so  por  homicidio  perpetrado  en  don 
José  Orive  del  Pando. 

Considerando:  que  de  las  diligencias 
que  se  tienen  a  la  vista  se  deducen  los 
siguientes  hechos:  1*?,  que  José  y  Ra¬ 
fael  Mollinedo  fueron  sindicados  de  la 
muerte  violenta  de  Orive;  29,  que  el 
primero  en  su  indagatoria  y  en  todos 
los  pasajes  de  autos  confesó  haber 
causado  a  Orive  varios  golpes  con 
revólver  y  un  disparo  en  la  cabeza  que 
le  ocasionó  la  muerte,  en  los  momentos 
en  que  era  por  aquél .  agredido  con 
arma  blanca,  y  que  su  hermano  Ra¬ 
fael  no  tuvo  participación  de  ninguna 
clase  en  tal  trecho;  39,  que  Orive 
falleció  a  consecuencia  de  una  sola 
herida  que  sufrió  en  el  cráneo  y  que 
fué  ejecutivamente  mortal;  49,  que  el 
Tribunal  a  quien  el  Juez  mandó  pasar 
la  causa  por  ser  militar  José  Mollinedo, 
después  de  tomar  de  nuevo  confesión 
con  cargos  y  de  otras  diligencias,  dictó 
el  fallo  de  27  de  abril  de  1914,  conde¬ 


nando  a  José  Mollinedo  por  homicidio 
a  seis  años,  ocho  meses,  veinte  días  de 
prisión  correccional,  y  absolviendo  de 
la  Instancia  a  Rafael;  59,  que  apelada 
la  sentencia,  la  Sala  39  dictó  la  que  se 
ha  relacionado. 

Resultando:  que  contra  la  ejecutoria 
de  la  Sala  3*1  se  ha  interpuesto  por 
los  señores  Mollinedo  el  presente  re¬ 
curso,  fundándolo  en  violación  de 
leyes  expresas  y  quebrantamiento  de 
forma,  citando  como  infringidos  los 
artículos  45,  53,  58,  67,  547,  509  y  584 
del  Código  de  Procedimientos  Penales, 
19  inciso  20  de  Procedimientos  Civiles. 

Considerando:  que  de  las  constancias 
del  proceso  aparece  comprobado  que 
José  Mollinedo  goza  del  fuero  de 
guerra,  por  tener  despachos  de  Tenien¬ 
te  Coronel  de  Artillería;  y  siendo  él, 
hasta  ahora,  el  sindicado  como  reo 
principal  de  la  causa,  es  al  Tribunal 
Militar  de  Sacatepéquez  a  quien  co¬ 
rresponde  por  el  conocimiento  de  ella; 
y  al  establecer  lo  contrario  la  Sala  39 
violó  el  artículo  53  del  Código  de  Pro¬ 
cedimientos  Penales. 

Por  tanto:  la  Corte  Suprema  de 
Justicia,  con  fundamento  de  lo  que 
disponen  los  artículos  674  inciso  29 
y  688  de  Procedimientos  Penales,  casa 
y  anula  la  ejecutoria  referida  y  manda 
se  devuelvan  las  actuaciones  al  Tribu¬ 
nal  de  su  procedencia  para  que  resuel¬ 
va  lo  que  procede  con  arreglo  a  de¬ 
recho. 

Antonio  G.  Saravia.— José  A.  Beteta. — 
Quirino  Flores  y  Flores. — J.  Manuel 
Klée. — J.  Antonio  Godoy. 

/ 

José  Salazar  Z., 

Secretario. 
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CUADRO 

que  demuestra  el  número  de  resoluciones  dictadas  por  los  Tribunales  de  la 
República  en  el  mes  de  abril  de  1915 


TRIBUNALES 


Sala  1*  de  Apelaciones . . 

Sala  2"  de  Apelaciones. . . 

Sala  39  de  Apelaciones. _ _ 

Sala  4*  de  Apelaciones . 

Sala  5*  de  Apelaciones.  . 

Juzgado  l9  de  1*  Instancia .  . 

Juzgado  29  de  l9  Instancia _ 

Juzgado  3?  de  l9  Instancia . 

Juzgado  49  de  l9  Instancia . . 

Juzgado  59  de  l9  Instancia* . 

Juzgado  6°  de  1“  Instancia  _ _ _  . 

Sacatepéquez . .  .. 

Amatitlán . . . 

Escuintla .  . 

Suchitepéquez. ..  . . 

Retalhuleu . . . . . 

San  Marcos . . 

Quezaltenango,  l9  de  l9  Instancia. 
Quezaltenango,  29  de  l9  Instancia . 

El  Progreso . . . 

Totonicapán . . . . . 

Quiché . 

Chimaltenango . 

Sololá .  . 

Huehuetenango . 

Baja  Verapaz  .  . . 

Alta  Verapaz . . . .  . 

Santa  Rosa . 

Jutiapa . . - 

Chiquimula . ^ - 

Jalapa . . . 

Zacapa .  . 

Izabal  . . 

Petén . -é- . — 


3 

4 

5 

6 

7 

8 
9 

10 
11 
12 

13 

14 

15 

16 

17 

18 

19 

20 
21 
22 

23 

24 

25 

26 

27 

28 

29 

30 

31 

32 

33 

34 

COMANDANCIAS  DE  ARMAS 

35  Guatemala _  _ .'.  . . 

36  Sacatepéquez . 

37  Amatitlán . . . . . 

38  Escuintla . . . 

39  Suchitepéquez . . .  . 

40  Retalhuleu . . . 

41  San  Marcos . 

42  Quezaltenango . . . . 

43  El  Progreso . . . . . 

44  Totonicapán . . . 

45  Quiché . .  . 

46  Chimaltenango .  . . . . 

47  Sololá  . . 

48  Huehuetenango .  .  -- 

49  Baja  Verapaz - - 

50  Alta  Verapaz . 

51  Santa  Rosa . . . 

52  Jutiapa . . . 

53  Chiquimula . - 

54  Jalapa .  . 

55  Zacapa . . . .  . . 

56  Izabal . . . 

57  Petén . 


RAMO  CIVIL 


Autos  Sentencias 


19 

33 

25 

37 

4 


265 

90 


50 

30 

35 

39 


Suma .  1,938 


98 

101 

149 

57 

58 
62 
70 

11 
44 

12 
23 
65 

180 

40 

44 

9 

4 


10 


10 

5 


43 


SAMO  CRIMINAL 


Autos  Sentencias 


3 

18 

19 

33 

30 


3 

15 

12 

11 


44 

198 

85 


59 

65 

49 

33 


50 
88 

237 

37 

124 

51 
96 
54 
65 
17 
69 

189 

190 
100 

47 

13 

5 

31 

24 

14 
44 

8 

4 

6 
16 
79 


6 

11 

12 

50 

96 

14 

11 

283 

6 

22 

12 

10 


2,817 


92 


A  LA  VISTA 


Civil  Criminal 


34 

14 

14 


71 


36 

30 

30 


8 

■6 


123 


NOTAS:  Los  datos  que  no  aparecen  no  se  han  recibido.— La  Corte  Suprema  mantiene  los  asuntos  al  día. 

En  el  cuadro  anual  que  se  publicó  anteriormente,  aparece  que  el  Tribunal  Militar  de  este  departamento  dictó  solamente 
4  sentencias,  debiendo  ser  44  en  el  año. 
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CUADRO 

de  los  señores  Magistrados  de  las  Salas  4^  y  5^  de  la  Corte  de  Apelaciones,  Magis* 
trados  Suplentes  de  las  cinco  Salas,  empleados  principales  del  Poder  Judicial, 
Funcionarios  Militares  y  Vocales  de  la  Corte  Marcial;  Distritos  jurisdiccionales  de 
las  cinco  Salas  de  la  Corte  de  Apelaciones  y  de  los  Jueces  Departamentales. 


Sala^Jr  de  la  Corte  de  Apelaciones: 

Presidente,  Lie.  don  Ricardo  C.  Castañeda 
Magistrado,  Lie.  don  Del  fin  o  Santisteban 
Magistrado,  Lie.  don  Elíseo  Amézquita 
Fiscal,  Licenciado  don  Enrique  R.  Meblman 
Procurador,  Lie.  don  Carlos  Urrutia  - 
Secretario,  don  Gabriel  Cojulún 

Sala  5®  de  la  Corte  de  Apelaciones: 

Presidente,  Licenciado  don  Silvano  Duarte 
Magistrado,  Licenciado  don  José  A.  Medrano 
Magistrado,  Licdo.  don  Federico  Carbonell 
Fiscal,  Licenciado  don  Antonio  Castañeda 
Procurador,  don  José  María  Bonilla 
Secretario,  don  Gregorio  M.  Barrientes 

Magistrados  Suplentes: 

De  la  Sala  1®,  Lie.  don  Fernando  Aragón  D. 
De  la  Sala  1A,  Lie.  don  Ramiro  Fernández 
De  la  Sala  2*,  Lie.  don  Abel  Girón 
De  la  Sala  2^,  Lie.  don  Rafael  Ordóñez  Solís 
De  la  Sala  3^,  Lie.  don  Francisco  ContrerasB. 
De  la  Sala  3^,  Lie.  don  Salvador  Samayoa 
De  la  Sala  4^,  Lie.  don  Domingo  R.  Fuentes 
De  la  Sala  4?-,  Lie.  don  Mariano  López  Pacheco 
De  la  Sala  5^,  Lie.  don  Fidencio  Duque 
De  la  Sala  5^,  Lie.  don  Antonio  Girón  y  G. 

j Empleados  especiales: 

Director  de  la  “Gaceta,”  Licenciado  don 
José  González  Piloña. 

Bibliotecario  de  la  Corte,  don  J.  Ramón 
Pareja 


Receptor  de  Fondos  de  Justicia,  don  Ángel 
Ignacio  Rubio 

Funcionarios  militares: 

Comandante  de  Armas,  General  don  José 
Reyes. 

Auditor  de  Guerra,  Licenciado  don  Fer¬ 
nando  Aragón  D. 

CORTE  MARCIAL  DE  LA  REPÚBLICA 

Vocales  militares  para  la  Corte  Suprema 
de  Justicia: 

Propietario,  General  don  José  Reyes 
Propietario,  General  don  José  Claro  Chajón 
Suplente,  General  don  José  María  Lima 
Suplente,  General  don  José  María  Orellana 

Vocales  militares  para  las  Salas  la.,  2a.  y  3a. 
de  la  flor  te  de  Apelaciones: 

Propietario,  General  don  Apolinario  Ortiz 
Propietario,  General  don  Flavio  Oval  le 
Suplente,  Coronel  don  Francisco  Mollinedo 
Suplente,  Coronel  don  Juan  J.  Álvarez 

Vocales  militares  para  la  Sala  !y  de  la 
Corte  de  Apelaciones: 

Propietario,  General  don  Francisco  Fuentes 
Propietario,  Coronel  don  Encarnación  Juárez 
Suplente,  Coronel  don  Raimundo  Aguilar 
Suplente,  Coronel  don  Manuel  E.  Ríos 


Continuación  del  Cuadro  anterior. 
"  '•»  ■  . 


Vocales  militares  para  la  Sala  6a„  de  la 
Corte  de  Apelaciones; 

Propietario,  General  don  Antonio  Bonilla 
Propietario,  Coronel  don  Gregorio  Barrientes 
Suplente,  Coronel  don  Ismael  Salazar 
Suplente,  Coronel  don  Gregorio  Valvert. 


DISTRITOS  JURISDICCIONALES 

Sala  la.  de  la  Corte  de  Apelaciones: 

Juzgado  1"  y  6Q  de  Guatemala,  y  Juzgados 
de  I5,  Instancia  y  Comandancias  de  Armas  de 
Chimaltenango,  Petén,  Santa  Rosa  y  El  Pro¬ 
greso. 

Sala  2a.  de  la  Corte  de  Apelaciones; 

Juzgados  29  y  4°  de  l9  Instancia  de  Gua¬ 
temala  y  Juzgados  de  1*  Instancia  y  Coman¬ 
dancias  de  Armas  de  Amatitlán,  Alta  y  Baja 
Yerapaz  y  Escuintla. 

Sala  3a.  de  la  Corte  de  Apelaciones: 


Jueces  de  la.  Instancia  Departamentales : 


Guatemala  . .  - 


Juez 

Juez 

Juez 

Juez 

Juez 

Juez 


1" — Lie.  don  Rafael  Or* 
dóñez  Solís 

29—  Licdo.  don  Adal¬ 
berto  Aguilar  F, 
S9— Licenciado  don  Ro¬ 
drigo  Amado 
49 — Licdo.  don  Vitalino 
Martínez  D. 

59 — Licdo.  don  Alfre¬ 
do  Alarcón  O. 

69 — Licdo,  don  Carlos 
Castellanos  R. 


Quezaltenango,  Juez  l9 — Lie.  don  José  Luis 
Arenas 

Quezaltenango,  Juez  29 — Lie.  don  Procopio 
Martínez 

Amatitlán  . , , .  Licdo.  don  Luis  Mendoza  G. 

Alta  Verapaz . . . 

Baja  Verapaz  .  Lie.  don  Rafael  Padilla  Nanne 
Chimaltenango  Licdo.  don  Jerónimo  Lima 
Chiquimula. . .  Licdo.  don  Antonio  Girón  y 
Girón 


Juzgados  3?  y  5°  de  1*  Instancia  de  Gua¬ 
temala,  Comandancia  de  Armas  de  Guatemala 
y  Juzgado  y  Comandancia  de  Armas  de 
Sacatepéquez. 

Sala  la.  de  la  Corte  de  Apelaciones: 

Juzgados  l9  y  29  de  lf>  Instancia  y  Co¬ 
mandancia  de  Armas  de  Quezaltenango  y 
Juzgados  de  1*  Instancia  y  Comandancias  de 
Armas  de  San  Marcos,  TotonjSipán,  Hüehue- 
tenango,  Quiché,  Sololá,  Suchitepéquez  y 
Retalhuleu. 

Sala  óa.  de  la  Corte  de  Apelaciones: 

Juzgados  de  l9  Instancia  y  Comandancias 
de  Armas  de  los  departamentos  de  Jutiapa, 
Jalapa,  Cbuiqimula,  Zacapa  e  Izabal. 


Escuintla . . . 

El  Progreso  . .  Lie.  don  Valeriano  R.  Recinos 
Huehuetenango  Licdo.  don  Federico  Morales 
Izaba! . .  Licdo.  don  José  María  Ser¬ 

gio  Camargo 

Jalapa . .  Licdo.  don  Fidencio  Duque 

Jutiapa  . . . . . . . . 

Petén .  Licdo.  don  Cl  odo  veo  Berges 

Quiché . Licdo.  don  Rodolfo  Rivera  V, 

Retalhuleu  . . . . . . . . 

Sacatepéquez  .  Licdo.  don  Manuel  Arana  S. 
Suchitepéquez  . . . 


Sololá .  Licdo.  don  Pedro  A.  Ibáñez 

Sun  Marcos  ..  Lie.  don  Felipe  L.  Carrascosa 
Santa  Rosa .  . .  Licdo  don  Manuel  Rojas  M, 
Totonicapán  . .  Licdo.  don  Trinidad  Aguilar 
Zacapa  .  Lie.  don  Emeterio  Girón  E, 


NOTA  1?— El  despacho  de  los  asuntos  del  ramo  criminal 
está  a  cargo  de  los  Jueces  49,  59  y  69  de  19  Instancia  de  este 
departamento,  entre  Quienes  se  dividen  las  causas  con 
igualdad 

NOTA  29— En  materia  civil,  los  Juzgados  19,  29  y  39  de  19 
Instancia  de  la  capital  conoeen  indistintamente  de  los 
asuntos  de  los  cuatro  Juzgados  de  Paz  de  esta  ciudad  y  de  los 
originarios  de  los  pueblos  de  este  departamento. 


Guatemala,  mayo  de  1915. 

J.  RAMÓN  PAREJA, 
Oficial  Io 


